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TRABAJO EN OBRAS PÚBLICAS 
Modificación del artículo 17 de la Ley N* 10.459 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 24 de marzo de 2003 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Juan José Bentancor (ad hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Guzmán Acosta y Lara, Nora Castro, Alejandro Falco y Ricardo 
Falero. 


ASISTE: Señor Representante Roberto Arrarte Fernández. 


INVITADOS: Por la Cámara de la Construcción del Uruguay, ingeniero Eduardo Apud, Presidente y doctor 
Ernesto Gravier, Gerente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bentancor) (ad hoc).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el agrado de recibir a la delegación de la Cámara de la 
Construcción del Uruguay, integrada por su Presidente, ingeniero Eduardo Apud, y por su Gerente, doctor 
Ernesto Gravier. 


Oportunamente esta Comisión les hizo llegar los antecedentes que hemos venido recogiendo de lo que ha 
sido la discusión sobre la modificación de algunos artículos de la ley de trabajo en obras públicas. Para 
nosotros es muy importante escuchar el punto de vista de la Cámara que ustedes representan, para ir 
poniendo fin a esta etapa, de modo de llegar a una resolución al respecto. 


SEÑOR APUD.- En primer lugar, queremos agradecerles por recibirnos en esta Comisión. 


Trataremos de resumir de la mejor manera posible nuestro punto de vista. Para enfocarnos en el tema que se 
está tratando, tenemos que remitirnos a algunos antecedentes, a los efectos de que quede claro nuestro 
fundamento sobre lo que se legisla. 


La industria de la construcción desde el año 1997 ha estado abocada con otros actores del Estado y con 
actores sociales a la elaboración de un programa de mejora continua de la calidad en la industria de la 
construcción. Es así que, después de consultas informales, el 20 de octubre de 1998 se firmó un acuerdo para 
la elaboración de un programa de calidad en la construcción. Ese acuerdo fue firmado por las siguientes 


entidades públicas y privadas: Banco Hipotecario del Uruguay; Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente; Ministerio de Transporte y Obras Públicas; Cámara de Industrias del Uruguay; 
Liga de la Construcción del Uruguay; Cámara de la Construcción del Uruguay; Asociación de Promotores 
Privados de la Construcción del Uruguay; Laboratorio Tecnológico del Uruguay -LATU-; Instituto Uruguayo 
de Normas Técnicas -UNIT-; Facultad de Arquitectura; Facultad de Ingeniería; Sociedad de Arquitectos del 
Uruguay; Asociación de Ingenieros del Uruguay, Sindicato Único Nacional de la Construcción y Afines - 
SUNCA-, y Comité Consultivo en Tecnología, Calidad y Productividad, que está integrado, básicamente, por 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería, la Cámara de Industrias del Uruguay y el PPECNT. 


Este acuerdo se firmó el 20 de octubre de 1998, con el objetivo de elevar los niveles de calidad y 
productividad de la construcción en nuestro país, disminuir los costos de la no calidad, incrementar los 
niveles de satisfacción de los consumidores, con todas las repercusiones que esto pueda tener, tanto a nivel 
sectorial como de la economía nacional en su conjunto. 


Destaco que no está excluido en este acuerdo ningún sector relacionado con la industria de la construcción. 
Acá están todos los sectores, ya sean profesionales, laborales, empresariales, así como el Estado. El 18 de 
marzo de 1999 se formó el Subcomité Consultivo en Tecnología, Calidad y Productividad de la Construcción, 
que estuvo integrado por un número menor de participantes que los que intervinieron en aquel acuerdo de 20 
de octubre de 1998, que fue el encargado de instrumentar una mejora continua en la calidad en la industria de 
la construcción. 


Finalmente, el 21 de diciembre de 1999 se firmó un acuerdo, que se elevó al Poder Ejecutivo, en el cual las 
gremiales, el Estado y las organizaciones sociales elaboraron un plan de mejora continua de la calidad que se 
aprobó por unanimidad y se elevó al Poder Ejecutivo solicitando -inclusive en aquel momento- que le diera 
fuerza de decreto. A través de ese instrumento, las empresas constructoras se comprometían a desarrollar un 
plan de mejora continua de la gestión de calidad que implicara necesariamente la certificación del sistema 
bajo la norma UNIT ISO 9000 y sus eventuales modificaciones futuras. Ese proceso implicaba involucrar a 
los empresarios y trabajadores, así como capacitar al personal en todos los niveles de actuación de las 
empresas. Se decía además que, a esos efectos, empresarios y trabajadores podían recurrir al financiamiento, 
entre otros, de la fundación de capacitación. 


El plan de implantación del sistema de calidad se desarrollará en cuatro etapas obligatorias para las empresas, 
que fueron elaboradas conjuntamente por los institutos UNIT y LATU y que en el documento que voy a 
dejarles se detallan con claridad; al finalizar la cuarta etapa, totalizaban cincuenta y un meses de trabajo. Esto 
es más allá de algunos compromisos que asumían las unidades ejecutoras de los organismos públicos, que 
también se obligaban a iniciar un proceso de mejora continua de la calidad, también a través de la norma ISO 
9000. Algo similar también ocurría con los proveedores de materiales y también con los estudios 
profesionales. En definitiva, para las empresas constructoras empezaba un proceso en el cual era obligatoria 
una mejora continua de la calidad y se habilitaba a las distintas unidades ejecutoras del Estado -organismos 
públicos de todo tipo: Administración Central, entes autónomos, servicios descentralizados- a exigir el 
cumplimiento de ese cronograma hasta obtener la certificación de calidad ISO 9000. 


Con respecto a esto, es preciso aclarar que hay organismos públicos, por ejemplo, UTE y ANTEL, que ya 
exigen la certificación completa, a pesar de que no han transcurrido desde aquel momento los cincuenta y un 
meses previstos. Por ejemplo, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente exige 
el cumplimiento de este cronograma a partir del decreto de 16 de enero de 2001. El Banco Hipotecario del 
Uruguay lo exige también -lo ha incluido en sus pliegos-, a partir del 31 de enero de 2001. Dejo en poder de 
la Comisión la documentación correspondiente. Como he mencionado, otros organismos públicos -por 
ejemplo, UTE y ANTEL- exigen al día de hoy la certificación por la norma ISO 9000 para ofertar y para 
contratar. 


Menciono esto como antecedente porque resulta sumamente importante para nosotros trasmitir a ustedes que 
el cumplimiento de esta normativa obligatoria para las empresas para ofertar y contratar es absolutamente 
incompatible con una bolsa de trabajo. Es decir, para que las empresas constructoras podamos adquirir la 
eficiencia y la calidad suficiente para el cumplimiento de lo establecido en la norma ISO 9000 es 
absolutamente imprescindible que podamos elegir libremente nuestro personal. 


Por consiguiente, con respecto a la modificación de la Ley N* 10.459 que se plantea, por la que se actualizan 
las penalidades, en realidad no hay mucho para decir. 


Pensamos que no es conveniente que el personal no calificado surja de un sorteo, pero este tema no es el que 
nos quita el sueño. Lo que sí nos quita el sueño -y quisiéramos trasmitir con absoluta claridad a ustedes lo 
grave que puede ser- es el planteo del sindicato de la construcción en el que incluye en la bolsa de trabajo, 
sea por sorteo o por elección, el personal calificado. El personal calificado es el que hace las obras, es el que 
permite la mejora de la calidad y es, en definitiva, el que aporta la eficiencia a la ejecución de los trabajos. 
Por lo tanto, trasmitimos con claridad que para nosotros es imposible coordinar una bolsa de trabajo con la 
eficiencia en la mejora de la calidad en la industria de la construcción. 


SEÑOR FALCO.- Hay un aspecto interesante al que hizo referencia el ingeniero Apud, que me 
gustaría quedara más claro a los efectos de terminar con este tema. 


De la lectura del proyecto tal como fue presentado por el señor Diputado Vener Carboni se desprende que se 
trata de algo que ya existe. Obviamente, todos conocemos la existencia de la Ley_N” 10.459; lo que digo es 
que el primer objetivo a que apuntaba este proyecto de ley es a actualizar las sanciones, probablemente para 
llevar a cabo la ley. Parece de perogrullo decirlo, pero todos sabemos que las leyes a veces existen pero no se 
cumplen; en este caso, se trata de eso; quizá sea más notorio para quien habla por provenir del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Simplemente quería dejar una constancia al respecto. Nuestro invitado sabe 
bien, porque tuvo acceso a los documentos, que el SUNCA, en este caso, hizo sus aportes y dio sus opiniones 
sobre el tema. 


Lo que está en juego aquí, por lo menos para el Partido Colorado, es el agravamiento de las sanciones para el 
caso de incumplimiento; y obviamente, en nuestra opinión -digo en nuestra opinión porque involucro a mi 
Partido- se refiere a personal no calificado. Obviamente entiendo las dificultades que tienen las empresas y 
las que habría si aspiramos a la calidad de cualquier obra que se realice; particularmente, en este caso de 
obras públicas, porque involucra a todo el sector público y parte del sector paraestatal. 


Tenemos claro -consta en las versiones taquigráficas- que el tema del personal calificado, o especializado -no 
quiero poner grados, es decir, si hablamos de un capataz o de un obrero especializado- conlleva algunas 
dificultades. Este aspecto ha sido tratado profundamente a nivel de la Comisión, más allá de la opinión que 
tenga al respecto cada uno de sus integrantes. Se han analizado las dificultades que podría tener una empresa 
si de alguna manera se hiciera coercitiva la necesidad de acceder a un sorteo o a una especie de bolsa de 
trabajo lo que, en definitiva, es lo mismo. 


En nuestra opinión, este proyecto lo que hace, simplemente, es agravar en algo lo que ya existe, y hacemos 
votos para que en realidad sea cumplido por las empresas. Digo esto ante la constatación de que muchas 

veces no se ha cumplido, lo que agrava las sanciones para los propios funcionarios públicos que participan. 
Nosotros siempre apuntamos a los obreros no calificados, que es el punto de una ley que, reitero, ya existe. 


SEÑOR ARRARTE FERNÁNDEZ.- La pregunta que voy a formular es un poco general. Me gustaría 
que nos informara qué proporción de la mano de obra total significa la mano de obra calificada. 


SEÑOR APUD.- Naturalmente, lo que el señor Diputado plantea refiere a la situación actual de 
nuestra industria. Diría que a partir del momento en que con nuestra prioridad se empezaron a 
instrumentar los programas de mejora continua de la calidad, en nuestra industria ha aumentado la 
cantidad de obreros calificados en proporción al total que trabaja y disminuido fuertemente los no 
calificados; eso es efectivamente así. Es decir, cuando en una empresa se tiende a la mejora de la 
eficiencia y de la calidad, es indefectible que el personal que está trabajando en ella cada vez es más 
calificado y, por lo tanto, los menos calificados disminuyen en número. Esto es efectivamente cierto. 


SEÑORA CASTRO.- Siguiendo en la línea de la pregunta del señor Diputado Arrarte Fernández, y 
para saber si entendemos los conceptos de igual manera, quisiera saber si cuando en el proyecto de ley 
se hace mención a la mano de obra calificada, se refiere a lo que nosotros consideramos como mano de 
obra especializada. Me parece muy bien rescatar todo el esfuerzo que las distintas organizaciones 
sociales y el propio Estado están haciendo por una mejora continua de la calidad en esta industria; por 
supuesto que siempre vamos a tender a aumentar esa calidad por la calificación de la mano de obra. 
Ahora bien, la calificación de la mano de obra no siempre implica especialización. Entonces, quisiera 
saber si estamos hablando de lo mismo, en los mismos términos, porque supongo que siempre 


aspiraremos a tener el mejor peón, pero va a haber alguien que tenga una especialización dentro de esa 
área de trabajo. En ese sentido, quiero saber si estamos hablando de lo mismo o si mi ignorancia, por 
no pertenecer a la rama de la construcción, me hace desconocer otras cosas. Por lo tanto, reiteraría la 
pregunta realizada por el señor Diputado Arrarte Fernández. 


En segundo lugar, no me quedó totalmente claro cuáles son los fundamentos por los cuales ustedes no están 
de acuerdo con que la contratación del personal no calificado -en este caso, no especializado- surja de un 
sorteo o de una bolsa, como usted dijo. 


SEÑOR APUD.- Decía que la contratación por sorteo del personal no calificado o no especializado, no 
lo consideramos conveniente. También dije que no nos quitaba el sueño. Es decir, cuando nos referimos 
-entro en la segunda parte de la pregunta que realizó la señora Diputada Castro- al personal no 
especializado o no capacitado, estamos llegando hasta lo que se denomina peón común. Es decir, una 
persona que aporta sus habilidades y su fuerza física pero que, en definitiva, no ha tenido a lo largo del 
tiempo una calificación y un aprendizaje importante dentro de la industria de la construcción. Cuando 
hablamos de peones prácticos o calificados, pasamos a medio oficial albañil, a oficial albañil, a oficial 
carpintero, a finalista, etcétera; ya estamos entrando en la zona de calificación del personal que hace a 
la eficiencia y a la calidad del trabajo que se realiza. Preferiríamos que todo el personal pudiera ser 
elegido por parte de cada empresa en función de los objetivos que el Estado, conjuntamente con el 
sector privado, ha definido para la industria de la construcción. Pero si no es así y la contratación del 
personal no especializado o no calificado, en las categorías que manejamos nosotros hasta peón común, 
se realiza por sorteo, no nos quita el sueño porque, en definitiva, son otros los que en mucha mayor 
proporción aportan la eficiencia y la calidad al producto que estamos generando. 


No sé si he contestado claramente las preguntas que me han realizado. 


SEÑORA CASTRO.- Sí, me aclaró el concepto y, felizmente, coincido con usted aunque no pertenezco 
a la rama de actividad. 


Quisiera saber si nos podría dar una respuesta aproximada respecto de lo que preguntaba el señor Diputado 
Arrarte Fernández. Es decir, desde el punto de vista de la cantidad de gente que trabaja en la rama, qué 
proporción ocupan los peones comunes o la otra categoría, porque entonces sacamos el porcentaje. 


SEÑOR APUD.- Naturalmente que depende de la obra. En el conjunto de la industria, en la situación 
actual y de acuerdo con el avance de los programas de gestión de calidad, no creo que los peones 
comunes superen el 10%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer al señor Presidente de la Cámara de la Construcción del 
Uruguay una consulta sobre la franja que le quita el sueño. 


El SUNCA en su propuesta está estableciendo una ampliación en la consideración de quiénes deben ser los 
participantes en el sorteo. Exigen un requisito importante que es el de definir con exactitud a quién nos 
estamos refiriendo con personal especializado. Se dice que el personal especializado deberá justificar su 
calidad de tal según categorización vigente para el grupo número 37 de los Consejos de Salarios de la 
industria de la construcción, mediante la presentación de título habilitante expedido por la Universidad del 
Trabajo o un certificado de una de las empresas inscriptas en el Registro Nacional de Empresas en el que 
conste que el poseedor del mismo, ha desempeñado satisfactoriamente, en esa empresa, el oficio de que se 
trate o mediante constancia emitida por el BPS en la que figuran las empresas para las que ha trabajado, en el 
o en los cargos desempeñados en las mismas durante los últimos cinco años. También se considerarán 
obreros especializados aquellos que acrediten su condición de tales mediante una prueba práctica que 
rendirán ante un tribunal de integración tripartita, compuesto por dos profesores de la Escuela Industrial del 
departamento, un delegado de las cámaras empresariales y otro del Sindicato Único de la Construcción. 


Si bien está muy clara la posición del señor Presidente de la Cámara quisiéramos saber si no es posible que 
existan en los distintos departamentos la mano de obra especializada y, de alguna manera, registrada como 
que posee todos los conocimientos para ser utilizada. Si en algún departamento se va a hacer una obra y la 


empresa no tiene personal especializado y, por lo tanto, registrado, quedaría la empresa obviamente liberada 
de todo tipo de disposición y ahí sí integraría al personal que considerara conveniente. Si ustedes consideran 
que no puede darse este sistema, que no les merece garantías o que es dificultoso implementar un sistema por 
el cual podamos controlar esa suerte de bolsa de trabajo en el sector especializado sobre la vía de constatar 
con la presencia -en esa constatación- de la propia Cámara la capacitación de los trabajadores, tanto en el 
primero como en el segundo nivel que el SUNCA plantea. 


SEÑOR APUD.- En la industria de la construcción, que siempre ha tenido mucho personal eventual 
que trabaja para una obra en una empresa, luego para otra obra en otra empresa, y así sucesivamente, 
este proceso ha hecho que el personal eventual progresivamente vaya disminuyendo y aumente el 
estable. Las dificultades que veo son las siguientes: supongamos que una empresa de la ciudad de 
Canelones tiene que hacer una obra en Montevideo. Tiene -más hoy- en su plantilla personal más que 
suficiente para hacer la obra. Entonces, si hay una bolsa de trabajo en Montevideo y, obligatoriamente, 
tiene que recurrir a ésta, ¿qué se hace con la gente que tiene y que forma su personal estable en 
Canelones? ¿La manda al seguro de paro y la despide para tomar a la gente de la bolsa de trabajo de 
Montevideo? No es una buena idea. 


SEÑOR FALCO.- Esa hipótesis no es viable, porque la legislación prevé que primero se debe tomar a 
la gente que está en seguro de paro. Nos estamos saliendo de la discusión de este proyecto, que define 
algo muy particular que son las sanciones, si se menciona una hipótesis que, coyunturalmente 
hablando, no sea la actual. Aquellas empresas que no tengan personal en seguro de paro y una plantilla 
estable en el departamento que realice la obra, sí deberían hacer el sorteo para el personal no 
calificado. Eso es lo que existe hoy. En lo personal, eso no se intenta cambiar. Usted maneja la hipótesis 
-Si la entendí bien- de aquella empresa que ya tiene personal estable -no tengo ninguna duda de que 
por la coyuntura actual las empresas tienen personal de sobra- y que puede estar en dos lados: 
cubriendo alguna pequeña obra que pudiera tener la empresa en otro departamento o en seguro de 
paro. 


La primera obligación que tiene la empresa es recuperar a la gente que está en seguro de paro. Esto no es una 
opinión personal sino que está establecido por ley. 


Sé de las dificultades -por haber estado de algún lado del mostrador en ese tema- que significa hacer un 
obrero, pasarlo de eventual a contratado, y todo lo que genera desde el punto de vista técnico y de confianza 
personal. 


Esa hipótesis de que no se puede mandar a seguro de paro no existe. ¿Cuándo rige el sorteo? Cuando falta 
personal. 


No le quiero llamar la atención sobre este tema, sino que digo esto porque hay otro proyecto de ley en danza 
que prevé la siguiente situación. Supongamos que una empresa que tiene su domicilio principal y su centro 
de actividad en Montevideo gana una licitación en Artigas. Esta empresa tiene gente en seguro de paro. En 
principio, son montevideanos. Si se atiene a la ley, debe llevar esta gente para Artigas. Ahora, este proyecto 
de ley permitiría la posibilidad de contratar en el ámbito que quiera e, inclusive, en el nivel que quiera, 
capacitado o no capacitado. Por ejemplo, podría contratar personal de Artigas o más cercano a la obra, 
haciendo omisión del personal que está en seguro de paro. Eso hoy no lo podría hacer. Obviamente, sabemos 
que sí se hace. 


Cuando usted plantea eso, yo quiero separar bien las aguas, porque ese proyecto está por ahí. No es el que 
estamos tratando hoy y pido disculpas y no quiero confundir. Ustedes saben más que nosotros sobre este 
tema, por lo que eso no ocurrirá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes de la Cámara de la 
Construcción y, oportunamente, haremos llegar la resolución final que esta Comisión adoptará sobre 
este proyecto. 


SEÑOR APUD.- Muy amables y muchas gracias. 


(Se retira una delegación de la Cámara de la Construcción) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


